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Certiorari procedente 
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Sala de San Juan 

 
Caso Núm.:  
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Sobre: 

 
Honorarios de 

Abogado 
 

Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, la Jueza 
Soroeta Kodesh y el Juez Sánchez Ramos  

 

Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

Comparecen los licenciados Manuel Porro Vizcarra, José E. 

Valenzuela Alvarado, Jesús R. Rabell Méndez y Frank Zorrilla 

Maldonado (en adelante, los peticionarios).  Nos solicitan que 

revoquemos una Resolución dictada el 13 de mayo de 2016 y 

notificada el 17 de mayo de 2016, por el Tribunal de Primera 

Instancia (en adelante, TPI), Sala de San Juan.  A través del 

dictamen recurrido, el TPI le concedió a los peticionarios un 

término de veinte (20) días para incluir en el pleito a las personas 

que entendió que por ley tenían derecho a instar la reclamación de 

epígrafe. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

desestima el recurso de epígrafe por falta de jurisdicción al tratarse 

de un recurso prematuro. 
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I. 

 El 21 de abril de 2015, los peticionarios incoaron una 

Demanda sobre cobro de honorarios de abogado en contra de la 

Administración de Compensación por Accidentes de Automóviles 

(en adelante, ACAA).  Explicaron que representaron legalmente a 

varios exempleados de la ACAA en un pleito ante el Tribunal de 

Distrito Federal para el Distrito de Puerto Rico y en otro pleito ante 

el TPI.  Adujeron que la ACAA le ofreció a varios de los 

exempleados la reinstalación en sus puestos de trabajo, el 

mantenimiento de su antigüedad y el pago de las aportaciones al 

sistema de retiro, como si nunca hubieran sido cesanteados.  A 

cambio, los exempleados relevaron a su patrono del pago de 

honorarios de abogado.  En virtud de lo anterior, los peticionarios 

sostuvieron que el acuerdo transaccional era ultra vires por 

infringir las disposiciones de la Ley Núm. 402 de 12 de mayo de 

1950 (en adelante, Ley Núm. 402), 32 LPRA sec. 3114, que regula 

el cobro de honorarios en reclamaciones laborales.  

Al cabo de varios trámites procesales, el 14 de diciembre de 

2015, la ACAA instó una Moción de Desestimación.  En síntesis, 

alegó que no aplicaba la Ley Núm. 402, supra.  Además, sostuvo 

que los empleados que fueron clientes de los peticionarios eran 

partes indispensables en el pleito debido a que el foro primario 

debía determinar la validez de la renuncia a honorarios de abogado 

que hicieron los empleados como parte del contrato de transacción 

para regresar a sus puestos de trabajo en la ACAA. 

 El 20 de enero de 2016, los peticionarios incoaron una 

Oposición a la Moción de Desestimación y Moción Solicitando se 

Dicte Sentencia por la Vía Sumaria a Favor de la Parte Demandante.  

El 8 de febrero de 2016, la ACAA presentó una Réplica a Oposición 

a Moción de Desestimación, Solicitud de Orden Bajo la Regla 9 de 

Procedimiento Civil y Solicitud de Paralización en Cuanto a la Moción 
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de Sentencia Sumaria.  Por su parte, el 1 de marzo de 2016, los 

peticionarios reiteraron su solicitud de sentencia sumaria, 

mediante una Moción Reiterando la Moción de Sentencia Sumaria y 

Otros Extremos.   

El 13 de mayo de 2016, notificada el 17 de mayo de 2016, el 

TPI dictó una Resolución en la cual denegó la solicitud de 

desestimación de la ACAA.  Además, le concedió un término de 

veinte (20) días a los peticionarios para que trajeran al pleito a los 

empleados de la ACAA que habían representado.  En específico, el 

foro primario estableció lo siguiente: 

…Aunque coincidamos con la parte demandada en que 
los abogados demandantes no son la parte legitimada 

para incoar el reclamo, la Regla 15.1 de Procedimiento 
Civil de 2009 dispone que no se desestimará un pleito 

por razón de no haberse tramitado a nombre de la 
persona que por ley tiene el derecho que se reclama 
hasta que, luego de levantarse la objeción, se haya 

concedido un término razonable para que la persona 
con derecho ratifique la presentación del pleito o se 
una al mismo.1 

 
 Inconformes con el aludido resultado, el 27 de mayo de 

2016, los peticionarios incoaron una Moción Solicitando 

Reconsideración a Orden del Honorable Tribunal.  Por su parte, el 1 

de junio de 2016, la ACAA también presentó una Moción de 

Reconsideración de Orden y Oposición a Moción de Reconsideración 

Presentada por la Parte Demandante. 

 Mediante una Resolución dictada el 3 de junio de 2016 y 

notificada el 9 de junio de 2016, el foro recurrido declaró No Ha 

Lugar la solicitud de reconsideración de los peticionarios.  

Inconformes con la anterior determinación, el 8 de julio de 2016, 

los peticionarios instaron el recurso de certiorari de epígrafe y 

adujeron que el TPI cometió tres (3) errores, a saber: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

ordenar que la parte Demandante-Apelante incluyera a 
las personas que representó, que ya no está 
representando, en una demanda de honorarios de 

                                                 
1 Véase, Resolución, Anejo 6 del Apéndice del recurso de certiorari, pág. 220. 



 
 

 
KLCE201601275 

 

4 

abogado, en que las personas fueron presionadas a 
firmar un relevo y transacción sin honorarios de 

abogado para poder regresar a sus empleos como si 
nunca hubieran sido despedidos. 

 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia en la 
interpretación de la Ley 402 del 12 de mayo de 1950, 

según enmendada, que impide que un abogado le 
cobre honorarios de abogado a un cliente y establece 
que son los patronos demandados los que tienen que 

pagar los honorarios de abogado en reclamaciones 
laborales, como la presente, en que se transigió una 

reclamación al amparo de la Ley Antidiscrimen de 
Puerto Rico, Ley 100-1959. 
 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
poner a los abogados en una posición éticamente 

difícil con respecto a sus ex clientes que ya firmaron 
unas transacciones y están trabajando para la parte 
Demandada-Recurrida. 

 
 Subsiguientemente, el 14 de julio de 2016, la ACAA presentó 

una Moción de Desestimación.  En esencia, sostuvo que el recurso 

de epígrafe era prematuro debido a que al momento de su 

presentación, el foro primario no había resuelto la Moción de 

Reconsideración de Orden y Oposición a Moción de Reconsideración 

Presentada por la Parte Demandante que instó el 1 de julio de 

2016.  

 En respuesta, el 19 de julio de 2016, los peticionarios 

incoaron una Oposición a Moción de Desestimación Radicada por la 

Recurrida.  Por su parte, el 20 de julio de 2016, la ACAA presentó 

una Réplica a Moción de Desestimación.  Por otro lado, el 10 

de agosto de 2016, los peticionarios instaron una Moción 

Informativa Sobre Denegatoria del Honorable Tribunal de 

Primera Instancia a la Moción de Reconsideración de la Parte 

Recurrida.  Nos informaron que la solicitud de 

reconsideración de la ACAA fue denegada por el foro recurrido 

mediante una Resolución dictada el 28 de julio de 2016 y 

notificada el 8 de agosto de 2016. 
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 De conformidad con los documentos que obran en autos y el 

trámite procesal antes expuesto, procedemos a exponer el derecho 

aplicable.  

II. 

A. 

Como cuestión de umbral, sabido es que ante la situación en 

la que un tribunal carece de autoridad para atender un recurso, 

solamente procede decretar la desestimación del caso ante su 

consideración.  Lozada Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898, 909 

(2012).  “Las cuestiones de jurisdicción por ser privilegiadas deben 

ser resueltas con preferencia, y de carecer un tribunal de 

jurisdicción lo único que puede hacer es así declararlo”.  Autoridad 

Sobre Hogares v. Sagastivelza, 71 DPR 436, 439 (1950); véanse, 

además, Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 DPR 216, 222 (2007); 

Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003).  

Al hacer esta determinación, debe desestimarse la reclamación “sin 

entrar en los méritos de la cuestión ante sí”.  González Santos v. 

Bourns P.R., Inc., 125 DPR 48, 63 (1989).  En consecuencia, la 

ausencia de jurisdicción es insubsanable.  S.L.G. Solá-Moreno v. 

Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 683 (2011); Vázquez v. A.R.P.E., 

128 DPR 513, 537 (1991).   

Además, cabe destacar que “[la] jurisdicción es el poder o 

autoridad de un tribunal para considerar y decidir casos y 

controversias”.  S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, supra, a la 

pág. 682; Asoc. Punta Las Marías v. A.R.PE., 170 DPR 253, 263 n. 

3 (2007).  En particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

enfatizado consistentemente que la falta de jurisdicción “trae 

consigo las consecuencias siguientes: (1) no es susceptible de ser 

subsanada; (2) las partes no pueden voluntariamente conferírsela 

a un tribunal como tampoco puede éste arrogársela; (3) conlleva la 

nulidad de los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales el 
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ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; (5) impone a 

los tribunales apelativos el deber de examinar la jurisdicción del 

foro de donde procede el recurso, y (6) puede presentarse en 

cualquier etapa del procedimiento, a instancia de las partes o por 

el tribunal motu proprio”.  González v. Mayagüez Resort & Casino, 

176 DPR 848, 855 (2009), citando a Pagán v. Alcalde Mun. de 

Cataño, 143 DPR 314, 326 (1997). 

Constituye norma de derecho reiterada que un recurso 

prematuro al igual que uno tardío, priva de jurisdicción al tribunal 

al cual se recurre.  Su presentación carece de eficacia, por lo que 

no produce efecto jurídico alguno.  Ello así, toda vez que en el 

momento que fue presentado no había autoridad judicial alguna 

para acogerlo.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 

883 (2007); Juliá et al. v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357, 366-

367 (2001).  Por lo tanto, un tribunal que carece de jurisdicción 

solamente tiene jurisdicción para así declararlo y desestimar el 

caso.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra.  A tenor con lo 

anterior, le corresponde a los tribunales ser los guardianes de su 

jurisdicción, independientemente de que la cuestión haya sido 

planteada anteriormente o no.  Dávila Pollock et als. v. R.F. 

Mortgage, 182 DPR 86, 97 (2011); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 

Castillo, supra, a la pág. 882. 

B. 

La jurisdicción y competencia de este Tribunal para atender 

un recurso de certiorari están establecidas claramente en las 

disposiciones legales provistas por la Ley Núm. 103-2003, según 

enmendada, conocida como Ley de la Judicatura de 2003 (en 

adelante, Ley de la Judicatura de 2003), 4 LPRA secs. 24(t) et seq., 

la Regla 52.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 52.2, y en 

la Regla 33 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 33.   
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A tales efectos, resulta imprescindible resaltar que el 

Artículo 4.006(b) de la Ley de la Judicatura de 2003, supra, 4 

LPRA sec. 24y(b), indica que este Tribunal conocerá de cualquier 

resolución u orden dictada por el Tribunal de Primera Instancia 

mediante certiorari expedido a su discreción.  El Tribunal de 

Apelaciones tiene facultad para atender los méritos de un recurso 

de certiorari al amparo del citado Artículo 4.006(b), supra, si el 

mismo se presenta oportunamente dentro del término 

reglamentario de treinta (30) días, contado a partir del archivo en 

autos de copia de la notificación de la resolución u orden 

recurrida, a tenor con lo dispuesto por la Regla 32(D) de nuestro 

Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 32(D).  Al ser dicho término de 

cumplimiento estricto, de existir justa causa debidamente 

expuesta al momento de la presentación del recurso de certiorari 

para justificar la dilación en la presentación del mismo, este Foro 

tendría jurisdicción para dilucidar los méritos del recurso de 

certiorari.  Véase, Regla 32(D) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra. 

De otra parte, en lo pertinente a la controversia ante nos, la 

Regla 52.2(b) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 52.2(b), 

dispone que el recurso de certiorari para revisar cualquier 

resolución u orden del Tribunal de Primera Instancia deberá ser 

presentado dentro del término de treinta (30) días contados desde 

la fecha de notificación de la resolución u orden recurrida.  La 

referida Regla 52.2(b), supra, igualmente provee que dicho término 

es de cumplimiento estricto, prorrogable únicamente cuando 

mediaren circunstancias especiales debidamente sustentadas en el 

recurso de certiorari.  

Ahora bien, el antes mencionado término se interrumpe 

cuando la parte adversamente afectada por la resolución u orden, 

presenta ante el Tribunal de Primera Instancia una específica y 
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bien fundamentada moción de reconsideración, dentro del término 

de cumplimiento estricto de quince (15) días, según lo establecido 

en la Regla 47 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 47.  Dicho 

término comenzará a decursar nuevamente desde la fecha en la 

que se archiva en autos copia de la notificación del dictamen en el 

que el Tribunal de Primera Instancia disponga definitivamente de 

la reconsideración.  Reglas 47 y 52.2(g) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V R. 47 y R. 52.2(g); véanse, además, Insular Highway v. 

A.I.I. Co., 174 DPR 793, 805 (2008); Lagares v. E.L.A., 144 DPR 

601, 613 (1997).  De igual modo ocurre si dentro del aludido 

periodo de quince (15) días, alguna de las partes presenta una 

moción de determinaciones de hechos adicionales y conclusiones 

de derecho.  Véase, Regla 43.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V R. 43.1. 

Cónsono con los principios antes expuestos, procedemos a 

resolver si este Foro tiene jurisdicción para atender el recurso de 

epígrafe.   

III. 

El examen minucioso del expediente ante nuestra 

consideración nos lleva a concluir que carecemos de jurisdicción 

para atender el recurso de epígrafe, toda vez que el reclamo de los 

peticionarios fue instado de forma prematura.  Al auscultar el 

tracto procesal del caso que nos ocupa notamos que al momento 

de presentarse el recurso de certiorari el 8 de julio de 2016, el foro 

primario no había resuelto la solicitud de reconsideración instada 

por la ACAA.  No fue sino hasta el 28 de julio de 2016 que el TPI 

dictó una Resolución, notificada a las partes el 8 de agosto de 

2016, que denegó la solicitud de reconsideración de la ACAA.  A 

partir de ese momento, 8 de agosto de 2016, comenzó a decursar el 

término de treinta (30) días para presentar un recurso de certiorari 

ante este Foro.  De lo anterior se colige que el recurso de epígrafe 
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es prematuro, lo cual impide que ejerzamos nuestra facultad 

revisora para entender en los méritos de los planteamientos 

esbozados en el mismo.  En consecuencia, carecemos de 

jurisdicción para acoger el recurso de epígrafe y procede su 

desestimación.   

Con el objetivo de evitar mayores costos de litigación, se 

autoriza a la Secretaria del Tribunal de Apelaciones que desglose, a 

favor de los peticionarios las copias del apéndice del recurso.  

Regla 83(E) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B R. 83(E); Ruiz v. P.R.T.Co., 150 DPR 200, 201 (2000). 

IV. 

Por los fundamentos antes esbozados, desestimamos el 

recurso de certiorari por falta de jurisdicción al ser prematuro. 

Regla 83(B)(1) y (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

L.P.R.A. Ap. XXII-B 83(B)(1) y (C).  Asimismo, se autoriza el 

desglose de los documentos del apéndice del recurso de certiorari 

de epígrafe.  Regla 83 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B R. 83.   

Notifíquese inmediatamente por correo electrónico o por 

facsímil y, posteriormente, por la vía ordinaria.   

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


